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INTRODUCCIÓN

La Policía Nacional del Perú es una institución del Estado que tiene por misión garantizar, mantener y restablecer el orden interno, prestar protección y ayuda a las personas y a la comunidad, garantizar el cumplimiento de las leyes y la seguridad del patrimonio público y privado, prevenir, investigar y combatir la delincuencia, vigilar y controlar las fronteras; con el propósito de defender a la sociedad y a las personas, a fin de permitir su pleno desarrollo, en el marco de una cultura de paz y de respeto a los derechos humanos. (Policía Nacional del Perú, s.f.) (1)
Dentro de los requisitos de admisión para las unidades académicas de pregrado de la Escuela Nacional de Formación Policial se encuentra: ser soltero (a) y no tener hijos. La exigencia de este requisito ha generado que varios jóvenes sean separados injustamente por su condición de padres (RPP Noticias, 2015) (2), lo cual ocasiona una gravísima afectación a los derechos fundamentales de la persona.
DE LOS DERECHOS AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD, FORMAR UNA FAMILIA Y CASARSE
El artículo 1°, del capítulo I de los “Derechos Fundamentales de la Persona”, de la Constitución Política del Perú, señala que la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado. A su vez el artículo 2° numeral 2 del referido capítulo, establece entre otros derechos que toda persona tiene derecho a su libre desarrollo y bienestar. 
Para Rubio (1999) el derecho al libre desarrollo consiste en:

“(…) la posibilidad que debe tener cada ser humano, de desarrollar las potencialidades físicas, psíquicas y espirituales que tiene dentro de sí y que, en conjunto, son irrepetibles en otro ser humano. En otras palabras, el libre desarrollo de la persona no es sino lo que en términos de antropología filosófica se llama su realización como ser humano. 

Este derecho protege a la persona en dos aspectos complementarios: el primero, en mantener sus potencialidades como tales, es decir, establece el derecho de que no se le cierren posibilidades en la sociedad. El segundo, en tomar las acciones que la conduzcan a desarrollarse dentro del cumplimiento de sus deberes y de los límites que imponen las leyes.” (p. 133) (3)
Teniendo en cuenta la referida definición, se entiende al libre desarrollo de la persona como “el desenvolvimiento de sus potencialidades de manera que logre su realización en el mundo” (Bernales, 1997, p. 116) (4)
Para nuestro Tribunal Constitucional el derecho al libre desarrollo de la persona es entendido como: “(…) El derecho al libre desarrollo garantiza una libertad general de actuación del ser humano en relación con cada esfera de desarrollo de la personalidad. Es decir, de parcelas de libertad natural en determinados ámbitos de vida, cuyo ejercicio y reconocimiento se vinculan con el concepto constitucional de persona como ser espiritual, dotada de autonomía y dignidad, y en su condición de miembro de una comunidad de seres libres” (Expediente N° 2868-2004-AA/TC fundamento 14) (5)
El reconocimiento constitucional del derecho al libre desarrollo de la persona se encuentra vinculado con los derechos de casarse y fundar una familia.
Si bien a nivel internacional se reconoce dichos derechos como derechos fundamentales de la persona, y por ende reciben protección por parte de los Estados (Artículo 16° de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 23° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 17° de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.), ello no significa que no podamos incluirlos en nuestra legislación constitucional, pues queda abierta su incorporación mediante la aplicación del artículo 3° de nuestra Constitución. 
Por su parte, la familia es protegida por el Estado, así se advierte del artículo 4° de la Constitución Política del Perú de 1993:
“La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales y fundamentales de la sociedad.

La forma del matrimonio y las causas de separación y de disolución son reguladas por la ley.”

A su vez el artículo 6° de la Constitución establece: “La política nacional de población tiene como objetivo difundir y promover la paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las familias y de las personas a decidir. En tal sentido, el Estado asegura los programas de educación y la información adecuados y el acceso a los medios, que no afecten la vida o la salud.
Es deber y derecho de los padres alimentar, educar y dar seguridad a los hijos. Los hijos tienen el deber de respetar y asistir a los padres.
Todos los hijos tienen iguales derechos y deberes. Está prohibido toda mención sobre el estado civil de los padres y sobre la naturaleza de la filiación en los registros civiles y en cualquier otro documento de identidad”.
El Estado protege a la familia, pues la considera como célula básica de la sociedad y de la humanidad, la protección de la familia implica reconocer sus formas de constitución, así como su disolución y debilitamiento. El matrimonio sigue siendo la institución más importante para la constitución de la familia, de ahí que su promoción sea considerada una política de Estado. 
REFLEXIONES

La libertad de decidir cuándo, y con quién casarte, forma parte del contenido del principio de libre desarrollo de la persona. Al respecto el Tribunal Constitucional señaló: 
“Uno de esos ámbitos de libertad en los que no cabe la injerencia estatal, porque cuenta con la protección constitucional que les dispensa el formar parte del contenido del derecho al libre desarrollo de la personalidad, ciertamente es el ius connubbi. Con su ejercicio, se realiza el matrimonio como institución constitucionalmente garantizada y con él [aunque no únicamente], a su vez, también uno de los institutos naturales y fundamentales de la sociedad, como lo es la familia. Por consiguiente, toda persona, en forma autónoma e independiente, puede determinar cuándo y con quién contraer matrimonio. Particularmente, en la decisión de contraer matrimonio no se puede aceptar la voluntad – para autorizar o negar – de nadie que no sea la pareja de interesados en su celebración.”  (Expediente N° 2868-2004-AA/TC, fundamento 14) [negritas y cursivas nuestras] (6)
Por su parte, el artículo 6° de nuestra norma fundamental permite decidir libremente cuando ser padres, el número de hijos y la oportunidad de tenerlos, sin ningún tipo de intromisión de terceras y mucho menos del Estado, al cual sólo le compete informar, educar y dar acceso a los medios de planificación familiar que no afecten la vida y la salud de los futuros padres.
La decisión de tener hijos o no, también forma parte del derecho al libre desarrollo de la persona. Así lo ha entendido el Tribunal Constitucional al precisar: 
“Por ello, el Estado debe abstenerse de intervenir o evitar que su intervención afecte el libre desenvolvimiento de la personalidad e incluso el proyecto de vida de un ciudadano. En ese contexto, resulta oportuno precisar que la decisión de un hombre y una mujer de traer al mundo una nueva vida humana es una de aquellas opciones que se encuentran protegidas por el derecho al libre desenvolvimiento de la personalidad, que no puede ser objeto de injerencia por autoridad pública o por particular alguno. Consecuentemente, todas aquellas medidas que tiendan a impedir o a hacer más gravoso el ejercicio de la mencionada opción vital, resultan inconstitucionales.”  (Expediente N° 1126-2012-PA/TC, fundamento 20) [negritas y cursivas nuestras] (7)
Por otro lado, el artículo 51° de la Constitución Política del Perú de 1993, establece: “La Constitución prevalece sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas de inferior jerarquía, y así sucesivamente…”, en ese entendido la doctrina ha establecido que la Constitución es la primera fuente del ordenamiento jurídico, y que además de configurar formalmente el sistema de fuentes, se erige a sí propia en ocasiones como fuente directa del Derecho.
En tal sentido, se hace necesario incorporar al Decreto Legislativo 1318, una norma con rango de ley que permita en los procesos de admisión para oficiales y suboficiales de la Policía Nacional del Perú respetar los derechos fundamentales de la persona tales como el derecho al libre desarrollo de la persona, el derecho a casarse y fundar una familia. 
Al descalificar a un postulante por tener una familia y/o encontrarse casado, da entender que dicha persona no podrá realizar sus estudios policiales con éxito, pues la familia y el matrimonio serían considerados como “obstáculos” para lograr la formación profesional, este mensaje contradice nuestra Constitución, pues el Estado considera a la familia como célula básica de la sociedad, y dada su delicada importancia, le otorga protección, y fomenta su formación mediante el matrimonio. 
La imposición de este requisito, limita las futuras condiciones sociales y económicas que dichos postulantes podrían obtener al culminar su carrera policial, lo cual permitiría un mejor desarrollo no sólo personal, sino también familiar. 
Asimismo, constituye una grave intromisión del Estado en las decisiones personales de cada individuo, pues la elección de casarse y/o tener hijos está supeditada al ingreso a la Policía. Esta injerencia estatal en la esfera íntima de las personas, afecta su libertad de elegir y a desarrollarse libremente, por ende, sería inconstitucional.
El artículo 11° del Decreto Legislativo N° 1318 Decreto Legislativo que regula la formación profesional de la Policía Nacional del Perú, establece que: 
“Son estudiantes de la Escuela Nacional de Formación Profesional Policial quienes, cumpliendo todos los requisitos señalados en las normas que regulan los procesos de admisión, superan satisfactoriamente sus etapas de selección y se encuentran matriculados en alguna de ellas.
(…)

No puede restringirse o retirarse la condición de estudiante por hechos vinculados a la gestación, paternidad o maternidad; ni pueden ser usados éstos como sustento para determinar infracción o sanción.

(…)”
Ello conlleva a señalar que un estudiante de la Escuela Nacional de Formación Profesional Policial, sí puede ser padre y/o madre, mientras realiza sus estudios profesionales, sin que este hecho constituya causal de infracción o sanción.
Si un estudiante de la Escuela Nacional de Formación Profesional Policial pude realizar sus estudios policiales con éxito siendo padre y/o madre, con mucha más razón lo harán aquellas personas que tienen hijos, casadas, y deseen formar parte de la Policía Nacional del Perú. La familia no debe ser considerada como un obstáculo, sino la motivación necesaria para alcanzar las metas propuestas.
Que países latinoamericanos, como Ecuador y Bolivia asumen la posición de permitir el ingreso de postulantes con hijos y/o casados a sus centros de formación policial. En el caso ecuatoriano inicialmente se permitía el ingreso de postulantes con hijos siempre y cuando no deban pensión alimenticia (Metro Ecuador, 2018) (08), pero con el transcurrir del tiempo se omitió dicho condicionamiento. En Bolivia se presentó una acción de inconstitucionalidad abstracta contra el requisito “ser soltero sin descendencia”, entre otros, misma que fue declarada inconstitucional por su Tribunal Constitucional (Sentencia del Tribunal Constitucional Plurinacional, Expediente N° 02895-2013-06-AIA), actualmente no se exige este tipo de requisito.
En atención a los fundamentos expuestos, se hace necesaria brindar la debida protección del Estado, a aquellas personas que se casaron, tienen hijos y deseen formar parte de la Policía Nacional del Perú, cuyos derechos fundamentales como el libre desarrollo de la persona, a casarse y formar una familia, son vulnerados al exigirse como requisito de admisión ser soltero y no tener hijos.
Por ello se hace necesario incorporar al artículo 9° del Decreto Legislativo N° 1318 Decreto Legislativo que regula la formación profesional de la Policía Nacional del Perú, una norma con rango de ley que permita postular a aquellas personas que tienen hijos y/o se encuentren casados. 
BIBLIOGRAFÍA
1. Policía Nacional del Perú, (s.f), recuperado de https://www.policia.gob.pe/
2. Cajamarca: separan 13 postulantes a escuela PNP por tener hijos. (20 de abril del 2015). RPP Noticias. Recuperado de: https://rpp.pe/peru/actualidad/cajamarca-separan-13-postulantes-a-escuela-pnp-por-tener-hijos-noticia-789504
3. Rubio Correa, M. (1999). Estudio de la Constitución Política de 1993 tomo I. Lima. Perú. Fondo editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú.
4. Bernales Ballesteros, E. (1997). La Constitución de 1993. Análisis Comparado. Lima. Perú. ICS Editores.

5. Tribunal Constitucional (2004) Expediente N° 2868-2004-AA/TC

6. Tribunal Constitucional (2004) Expediente N° 2868-2004-AA/TC

7. Tribunal Constitucional (2012) Expediente N° 1126-2012-PA/TC

8. Nuevo proceso de postulación para la Policía Nacional (30 de junio de 2018). Por Metro Ecuador. Recuperado de: https://www.metroecuador.com.ec/ec/noticias/2018/06/30/nuevo-proceso-postulacion-la-policia-nacional.html
9. Tribunal Constitucional Plurinacional (2014). Sentencia Constitucional Plurinacional 0260/2014 recaída en el Expediente 02895-2013-06-AIA departamento La Paz. Recuperado de: https://jurisprudencia.tcpbolivia.bo/Fichas/ObtieneResolucion?idFicha=14091
2

